CONSIDERACIONES DEL EUZKADI BURU BATZAR SOBRE LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL EN RELACIÓN AL RECURSO DE LA MESA NACIONAL DE HB


El TC en una curiosa deriva de sus tesis, que hemos podido conocer al igual que todos los demás ciudadanos por las sucesivas filtraciones de la Ponencia, ha decidido otorgar amparo a los recurrentes (Mesa Nacional de HB) y declarar la nulidad de la Sentencia de 29 de noviembre de 1997:

· La argumentación troncal del TC coincide con lo manifestado con el EAJ-PNV, en el documento del 4.12.97.

Se afirma por el TC que se ha producido una vulneración del principio de legalidad penal como consecuencia de la aplicación del artículo 174bis a) del C.P. de 1973 (pág. 75 STC). Así se afirmaba en la  primera consideración del documento del EAJ-PNV.

La fundamentación de la ilegalidad no resulta idéntica en las reflexiones del EAJ-PNV y el TC, pero la conclusión es la misma. El EAJ-PNV afirmó que el Tribunal Supremo realizó una operación de ampliación del tipo penal de colaboración de banda armada prohibida absolutamente por el Derecho Penal (principio general de este ordenamiento es la imposibilidad de realizar aplicaciones extensivas o ampliatorias de los tipos delictivos que describe). El Tribunal Supremo configura las actividades de colaboración con banda armada, no los actos de colaboración fáctica con los propios de dichas bandas u organizaciones, que es lo que prevé el artículo 174 bis a), admitiendo el delito de colaboración mediante la realización de actividades meramente coincidentes con los fines de dichas bandas u organizaciones cuyos fines pueden ser perfectamente lícitos (de hecho todos los objetivos políticos lo son en los países democráticos).

El TC afirma en una consideración fruto aparentemente de un pacto que evite conflictos institucionales con el Tribunal Supremo, que el precepto (artículo 174 bis a) resulta inconstitucional en la medida que no incorpora previsión alguna que hubiera permitido atemperar la sanción penal a la entidad de los actos de colaboración, vulnerándose el principio de proporcionalidad en la represión de conductas delictivas (de hecho el TC traslada un eventual enfrentamiento con el Tribunal Supremo a otro eventual enfrentamiento con el legislador penal).

· De forma más difusa el TC resuelve el problema de la consumación o en su caso tentativa de lo que ahora no se considera delito. Afirma que no estamos ante una conducta directamente constitutiva de un resultado de colaboración con banda armada, como lo hubiera sido la difusión efectiva de lo que denomina intimidación en su contenido a través de los mensajes televisivos. Los recurrentes no emprendieron directamente la realización de la actividad difusora sino que remitieron las cintas a los respectivos organismos públicos perdiendo el dominio de los mismos  y del curso del riesgo que conducía  del acuerdo delictivo al efectivo apoyo a la organización armada. Por ello no hay colaboración material de ningún tipo y por ello no puede haber delito como afirmaba el documento del EAJ-PNV, aunque esta figura delictiva tenga la consideración de delito  de “actividad” o “peligro abstracto”.

· Por último la Sentencia del TC coincide con el documento del EAJ-PNV en relativizar, en nuestro caso anular, la gravedad de los comportamientos sancionados. Las conductas incriminadas (pág. 72 STC) son actividades de expresión de ideas e informaciones y constituyen una forma de participación política y, en consecuencia, una sanción penal desproporcionada puede producir efectos de desaliento respecto del ejercicio lícito de esos derechos que ampara la libertad de expresión.

La pena no puede proyectarse con la dureza que el tipo penal previene sobre la universalidad de los componentes del órgano dirigente de una asociación política (Mesa Nacional de HB). Esta argumentación del TC coincide sustancialmente con las hechas por el documento del EAJ-PNV en relación a la defensa de la libertad de expresión y la omisión grave por parte de la Sentencia del Tribunal Supremo de todo tipo de individualización de la responsabilidad en los hechos que este Órgano consideró  delictivos.     
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